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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La señora María E. Almánzar Pujols [en adelante, “la 

recurrente”] nos presenta un recurso de revisión judicial en el 

que solicita que revoquemos una determinación que emitió la 

Junta de Directores de la Autoridad para el Financiamiento de 

la Vivienda en Puerto Rico [“en adelante, “la Junta de 

Directores”] el 2 de febrero de 2016.  Mediante ésta, se 

decretó la desestimación y archivo del recurso que la 

recurrente instó en contra de dicha instrumentalidad pública.  

Luego de evaluar el expediente ante nuestra 

consideración, y con el beneficio de la comparecencia escrita de 

ambas partes, CONFIRMAMOS el dictamen recurrido.   
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I. 

La recurrente María E. Almánzar Pujols ocupa un puesto 

de Contador Gerencial en el Departamento de Contabilidad, 

Finanzas y Riesgo en la Autoridad para el Financiamiento de la 

Vivienda en Puerto Rico [en adelante, “la AFV”].  Según surge 

del Informe que preparó el Oficial Examinador, el caso se 

originó tras ciertas expresiones que la recurrente 

presuntamente manifestó al señor Alejandro Ramos Padilla [en 

adelante, “Ramos Padilla”], en la oficina de este último.  Las 

expresiones que motivan la controversia estaban relacionadas 

a unas desavenencias que la recurrente sostenía con otras dos 

empleadas de la AFV.  Ello, tras una de estas haber interpuesto 

una querella en su contra por alegado acoso laboral.   

Se le atribuye a la recurrente haber expresado que para 

poder resolver el problema que tenía con ambas empleadas, 

tendría que tomar una pistola y matarlas.  Al día siguiente de 

haber sostenido la conversación con la recurrente, Ramos 

Padilla manifestó su preocupación al señor José A. Lebrón 

Peña, Gerente de Finanzas, Contabilidad y Preintervención, por 

las expresiones de la recurrente.  Una vez el Director Ejecutivo 

Auxiliar de la AFV, el señor José O. Reyes Portalatín, conoció 

sobre la situación, se inició una investigación cuyos resultados 

motivaron a que este presentara una querella formal en contra 

de la recurrente.   

En un principio, la recurrente fue suspendida de empleo 

pero no de sueldo.  No obstante, tras haber celebrado una vista 

administrativa informal, la AFV concluyó que la recurrente 

incurrió en una conducta que constituyó una desviación a la 

Norma 11(c) del Manual de Normas, por lo que quedaba 

suspendida de empleo y sueldo desde el 23 de junio de 2015 
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hasta el 13 de julio de 2015.  Se le advirtió de su derecho a 

apelar dicha determinación final ante la Junta de Directores.  

Así lo hizo. 

La vista administrativa formal se efectuó el 16 de octubre 

de 2015.  Ambas partes acudieron acompañadas de sus 

respectivos abogados.  Estas estipularon la prueba documental.  

Por parte de la AFV testificaron Ivonne Martínez Burgos, José 

Antonio Lebrón Peña, Circe M. Marrero Torres y Alejandro 

Ramos Padilla.  La recurrente, por su parte, proveyó su propio 

testimonio.  Originalmente había anunciado a tres (3) testigos 

adicionales, pero las partes estipularon que el testimonio de 

estos se ceñiría a establecer que no conocían de la violación a 

las normas de conducta que se le atribuían a la recurrente.  Por 

tanto, no fueron utilizados.   

Sometido el caso a la consideración del Oficial 

Examinador que presidió la vista, este emitió su Informe el 13 

de octubre de 2015.  Fundamentado en la credibilidad que le 

mereció la prueba desfilada, realizó las siguientes 

determinaciones de hechos:                   

1. La Sra. María Almánzar Pujols comenzó a prestar 
servicios para la AFV en el 2007 ocupando un 

puesto de carrera, Contador en el Departamento 
de Contabilidad, Finanzas y Riesgo, para todo 
periodo pertinente al recurso que nos ocupa. 

 
2. El 10 de marzo de 2015 la Sra. Olga Ortiz, quien 

se desempeña en la misma unidad de trabajo 
donde presta servicios la Sra. Almánzar Pujols, 
presentó una querella contra la aquí apelante por 

alegado acoso laboral. En atención a dicha 
querella y conforme al trámite dispuesto por el 

Banco Gubernamental de Fomento (BGF) para 
tales casos, de aplicación también a la AFV, la 
Sra. Ivonne Martínez Burgos, Especialista en 

Relaciones Laborales en el BGF, le cursó 
comunicación escrita de naturaleza confidencial a 

la Sra. Almánzar Pujols mediante correo 
electrónico, fechado 30 de abril de 2015, 
notificándole la radicación de la referida querella. 

En este le indicó, entre otros extremos, que 
siguiendo el procedimiento de atender querellas, 

estaba siendo citada a una entrevista para el 
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martes, 5 de mayo de 2015, a las 3:00 p.m., a 

efectuarse ésta en la Oficina de Recursos 
Humanos y Relaciones Laborales del BGF. 

Informada fue, además, que en ocasión de la 
entrevista se le informarían los hechos imputados 
como base para la querella presentada, ocasión 

en que tendría amplia oportunidad de presentar 
su versión de los hechos, así como de identificar 

posibles testigos que puedan abonar a la 
investigación que se estaba realizando. 

Finalmente se le indicó en la comunicación que 
“la investigación es confidencial y la misma no 
puede ser compartida con ninguna otra persona 

para preservar la pureza del proceso”, lo que 
igualmente le sería advertido a todo el personal 

envuelto en la investigación. Se le indicó 
finalmente en la referida comunicación que de 
tener alguna duda o pregunta sobre el particular, 

debía comunicarse con la remitente de la carta, 
Sra. Martínez Burgos. 

   
3. El 30 de abril de 2015, una vez la Sra. Almánzar 

Pujols advino en conocimiento del contenido de la 

comunicación que le fuera remitida por la Sra. 
Martínez Burgos a que se refiere la determinación 

anterior y pasadas las 5:00 p.m., se personó a la 
oficina del Sr. Alejandro Ramos Padilla, entonces 
Gerente Interino de Subsidio y Seguro 

Hipotecario en la AFV. Según atestado por el Sr. 
Ramos Padilla en ocasión de la vista, lleva 

trabajando en la AFV desde hace 
aproximadamente once años y siempre se ha 
desempeñado en el mismo departamento en el 

que presta servicios la Sra. Almánzar, quien 
comenzó a prestar servicios en capacidad de 

empleada en el 2009. Fue aquí su testimonio que 
conocía a la Sra. Almánzar desde muchos años 
antes de ser ambos empleados de la AFV, 

indicando que tanto ella como él se 
desempeñaban en diferentes restaurantes de 

comida rápida ubicados en el mismo edificio por 
aproximadamente cinco años. 
 

De otra parte, fue el testimonio del Sr. Ramos 
Padilla, que para el 2011-2012 era supervisor en 

la División de Contabilidad donde se 
desempeñaba la Sra. Almánzar correspondiéndole 

supervisar su trabajo. Posteriormente fue 
asignado a la Unidad de Subsidio Hipotecario, 
dejando la Sra. Almánzar de trabajar bajo su 

supervisión. Evidentemente se trata de dos 
personas unidas por vínculos de amistad y 

confianza en el plano personal, ello al margen de 
su relación de trabajo como empleados de la AFV. 

 

Es con este trasfondo que la Sra. María Almánzar 
se personó a la oficina del Sr. Ramos Padilla el 30 

de abril de 2015 según indicado, con la 
comunicación que le remitió la Sra. Martínez 
Burgos en la mano. 

 
4. Según atestado por el Sr. Ramos Padilla en 

ocasión de la vista, lo que nos mereció entero 
crédito, al personarse la Sra. Almánzar a su 



 

KLRA201600229 

    

 

5 

oficina y refiriéndose a la carta, le indicó que era 

una citación de Recursos Humanos relacionada 
con una querella que le habían radicado, 

señalándole que tenía una situación con las 
quejosas, para indicarle a continuación que la 
manera de resolver el problema era tomar una 

pistola y matarlas, refiriéndose a Olga Ortiz y 
Magaly Febus. En esta etapa y habiendo así 

atestado, se reiteró en que lo que le indicó la Sra. 
Almánzar Pujols en ocasión de la visita que le 

hizo a su oficina, fue lo por él consignado en la 
comunicación que le remitiera al Sr. José Sierra 
Morales, Director Ejecutivo de la AFV, fechada 4 

de mayo de 2015, a la que se le dio lectura como 
sigue: 

 
“Que está cansada de la situación con 
Olga y Magaly, que si para que eso se 

acabe ella tiene que traer una pistola y 
matarlas.” 

 
Debemos aquí consignar que en cuanto a este 
extremo la prueba fue conflictiva, habiendo 

atestado la Sra. Almánzar en ocasión de la vista 
que al recibir el correo electrónico que le remitió 

la Sra. Martínez Burgos, necesitaba dialogar su 
contenido con alguien para ver si entendía mejor 
la situación, dirigiéndose entonces a la oficina de 

Alejandro Ramos, quien había sido su supervisor. 
Según atestó, le dijo a Alejandro que “esa 

situación mata a cualquiera”, negando haber 
hechos las expresiones y amenazas que se le 
imputan. Indicó la Sra. Almánzar, además, a 

preguntas de su representación profesional, que 
tiene buen control de sus emociones y que no 

diría nada que estuviera en contra de sus 
principios y valores. Se reiteró así en que no dijo 
lo que Alejandro Ramos indica en su 

comunicación del 4 de mayo de 2015 y lo que 
también atestó en ocasión de la vista, 

desconociendo las razones por las cuales hizo 
tales expresiones. También que contrario a lo 
expresado por Alejandro Ramos, no hizo mención 

alguna a los nombres Olga y Magaly. Finalmente, 
y en turno de contrainterrogatorio reconoció la 

Sra. Almánzar Pujols que las palabras y 
expresiones que se le imputan son fuertes y 

graves, así como que de haberlas preferido, 
procedente sería la imposición de la sanción 
disciplinaria. 

 
Resolvemos aquí y determinamos como cuestión 

de hecho, que la apelante María Almánzar hizo las 
expresiones en ocasión de la visita que realizó el 
30 de abril a las oficinas del Sr. Alejandro Ramos 

que son base para la sanción disciplinaria que es 
aquí objeto de impugnación. Al así dictaminar 

damos completo crédito a lo atestado por el Sr. 
Alejandro Ramos Padilla y desmerecemos lo 
atestado por la apelante María Almánzar Pujols. 

 
5. El 1ro de mayo de 2015 el Sr. José A. Lebrón 

Peña, Gerente de Finanzas, Contabilidad y 
Preintervención en la AFV, se personó a la Oficina 
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del Sr. Alejandro Ramos como parte de sus 

funciones, manifestándole este último que estaba 
preocupado con unas expresiones que le hizo la 

Sra. María Almánzar en ocasión de una visita que 
le hizo a su oficina el día anterior. Según atestó, 
el Sr. Ramos le indicó que en tal ocasión la Sra. 

Almánzar le comunicó que la Sra. Olga Ortiz le 
había radicado una querella, indicándole a 

continuación, leyendo de su libreta profesional, 
que la Sra. ALmánzar le dijo: “Creo que esta 

situación se va resolver si traigo una pistola y le 
pego un tiro a Olga y a Magaly también. Así se 
resolvería el problema.” Le señaló a continuación 

que se lo estaba informando porque se iba a 
comunicar con el Director Ejecutivo para 

manifestarle lo sucedido. Según atestó el Sr. 
Lebrón Pérez, entendió que era una situación 
seria y esa tarde se reunió con José O. Reyes 

Portalatín, Director Ejecutivo Auxiliar en la AFV y 
con Pedro Martínez, Supervisor de la Sra. María 

Almánzar, a quienes les comunicó lo que 
Alejandro Ramos le había informado. 
 

Según atestó el Sr. Lebrón Peña, recibió luego 
fuera de horas laborables, una llamada telefónica 

del Sr. Reyes Portalatín, quien le informó que el 
BGF había tomado acción en el caso y le solicitó 
que en las próximas horas redactara un escrito 

sobre lo que Alejandro Ramos le había informado, 
lo que hizo. En palabras del Sr. Lebrón Peña en 

turno de contrainterrogatorio, tales expresiones 
de la Sra. Almánzar Pujols las catalogó como 
serias y requerían atención y premura. 

 
6. En atención a tal requerimiento que la hizo el Sr. 

Reyes Portalatín, Director Ejecutivo Auxiliar en la 
AFV, el Sr. José Lebrón redactó y le cursó un 
correo electrónico fechado 2 de mayo de 2005, a 

las 12:15 a.m., consignando lo acontecido en 
ocasión de su reunión del 1ro de mayo de 2015 

con el Sr. Alejandro Ramos. Según expuesto en el 
referido correo electrónico, Alejandro Ramos le 
relató una conversación que tuvo con María 

Almánzar el 30 de abril de 2015, manifestándole 
su preocupación “por la problemática que le trae 

[la apelante] en relación a una alegada querella 
que Olga Ortiz había presentado en su contra y 

por lo cual había sido citada por el personal de 
Recursos Humanos del BGF.” Procede a 
continuación citar las palabras que la Sra. 

Almánzar le había manifestado al Sr. Ramos, 
según por éste leídas de su libreta profesional 

como sigue: “…creo que esta situación se va a 
resolver si traigo una pistola y le pego un tiro a 
Olga y a Magali también; así se resolvería el 

problema.” 
 

7. Pertinencia cobra aquí lo atestado por la Sra. 
Ivonne Martínez Burgos en relación con la 
llamada en conferencia que se originó de la 

Oficina del Director Ejecutivo de la AFV, José 
Sierra Morales, con la Oficina de la Directora de 

Recursos Humanos del BGF, lo que aconteció el 
1ro de mayo de 2015. En esta participaron por el 
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BGF la Sra. Virna Rivera Román, Directora de 

Recursos Humanos y la Sra. Ivonne Martínez 
Burgos, y por la AFV su Director Ejecutivo José 

Sierra Morales, el Sr. José O. Reyes Portalatín, 
Director Ejecutivo Auxiliar y Caroll Cabañas, 
Directora de Servicios Legales de la AFV. Tuvo 

ésta como propósito según atestado por la Sra. 
Martínez Burgos, el notificar a la Directora de 

Recursos Humanos y Relaciones Laborales del 
BGF lo informado por Alejandro Ramos a varios 

supervisores, incluyendo al Director Ejecutivo, 
sobre su preocupación por las expresiones de la 
apelante María Almánzar, las que a juicio del 

Director Ejecutivo de la AFV eran graves y 
preocupantes. 

 
8. En recapitulación determinamos y resolvemos 

aquí como cuestión de hecho que la aquí apelante 

María Almánzar Pujols, en reacción a una 
notificación oficial de naturaleza confidencial 

sobre una querella contra ésta presentada, base 
para dar inicio el BGF a la investigación 
correspondiente de la misma, realizó expresiones 

serias, graves y preocupantes de naturaleza 
amenazantes, al expresarle al Sr. Alejandro 

Ramos Padilla en su oficina en la AFV que “está 
cansada de la situación con Olga y Magaly, que si 
para que eso se acabe ella tiene que traer una 

pistola y matarlas.” Se trata de una conducta y 
proceder proscrita en el ordenamiento 

reglamentario en la AFV, por ser contraria al 
ambiente de respeto y trabajo armonioso que se 
interesa mantener y preservar y representan un 

menoscabo al orden institucional necesario para 
la marcha ordenada de los trabajos y la relación 

armoniosa y de respeto que debe prevalecer 
entre los empleados. Implícito en ello, que la 
apelada AFV descargó el peso de la prueba que le 

correspondía para acreditar a nuestra satisfacción 
mediante preponderancia de prueba, que la 

apelante María Almánzar Pujols incurrió en la 
desviación de la norma de conducta imputada 
como base para la medida disciplinaria que le fue 

impuesta, a saber “provocar o incurrir en actos 
amenazantes.” 

 
9. Por así haberlo estipulado las partes, 

determinamos que la medida disciplinaria que es 
aquí objeto de impugnación mediante el recurso 
que nos ocupa, es la primera medida disciplinaria 

que se le ha impuesto a la Sra. Almánzar Pujols 
durante los años en que se ha desempeñado en 

calidad de empleada en [la] AFV.1      

 
El Oficial Examinador determinó que la AFV logró 

demostrar mediante evidencia sustancial que la recurrente 

incurrió en la conducta imputada, y que al así hacerlo, vulneró 

las normas de conducta aplicables.  En específico, aquella en la 
                                                 
1 Informe del Oficial Examinador, Ap. 15 del recurso de revisión judicial [en 

adelante, “RRJ”], págs. 73-79.   
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que se sanciona al empleado que provoca o incurre en “actos 

amenazantes”.  Por consiguiente, decretó que procedía la 

medida disciplinaria impuesta.  En consideración de ello, 

recomendó que se desestimara el recurso apelativo 

administrativo que instó la recurrente.  Tras varios trámites 

procesales, el 2 de febrero de 2015, la Junta de Directores 

acogió la recomendación del Oficial Examinador y dispuso la 

desestimación y archivo de la apelación. 

Inconforme, la recurrente acudió ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante el recurso de revisión judicial de título.  

Le atribuye al Oficial Examinador y a la Junta de Directores de 

la AFV los siguientes errores: 

PRIMERO: QUE LA EVIDENCIA EN LA QUE SE BASÓ EL OFICIAL 

EXAMINADOR PARA EMITIR SU INFORME EL 13 DE OCTUBRE DE 

2015, ASÍ COMO LA DECISIÓN DE LA JUNTA DE DIRECTORES DE 

LA AFV DE 2 DE FEBRERO DE 2016, QUE ASÍ LA ADOPTÓ, EN EL 

QUE FORMULA LAS DETERMINACIONES DE HECHO[S] NO ES 

SUSTANCIAL, YA QUE EXISTE OTRA PRUEBA EN EL RÉCORD QUE 

REDUCE Y MENOSCABA EL VALOR PROBATORIO DE LA EVIDENCIA 

IMPUGNADA Y QUE PERMITE CONCLUIR QUE LA DETERMINACIÓN 

DEL OFICIAL EXAMINADOR, Y POR CONSIGUIENTE, LA DE LA 

JUNTA DE DIRECTORES NO FUE RAZONABLE DE ACUERDO CON LA 

TOTALIDAD DE LA PRUEBA SOMETIDA. 

 
SEGUNDO: INCIDIÓ EL OFICIAL EXAMINADOR, Y POR 

CONSIGUIENTE LA JUNTA DE DIRECTORES DE LA AFV, AL 

ADOPTAR SU INFORME AL AQUILATAR LA PRUEBA TESTIFICAL 

ARBITRARIAMENTE, MOSTRANDO PERJUICIO Y PARCIALIDAD, 

ABUSANDO DE LA DISCRECIÓN QUE LE CONCEDE SU CARGO Y EN 

AUSENCIA DE UNA EVALUACIÓN IMPARCIAL DE LA EVIDENCIA QUE 

TUVO ANTE SÍ Y QUE OBRA EN EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.   
 
TERCERO: INCIDIÓ EL OFICIAL EXAMINADOR, Y POR 

CONSIGUIENTE LA JUNTA DE DIRECTORES DE LA AFV, AL 

ADOPTAR SU INFORME, EN ABUSO DE DISCRECIÓN POR OMITIR 

EXPRESIÓN ALGUNA E INTERPRETAR Y APLICAR EL ESTADO DE 

DERECHO EN CUANTO A QUE ALMÁNZAR NO INCURRIÓ EN LA 

CONDUCTA SEÑALADA, POR NO HABERSE CONFIGURADO ACTO 

ALGUNO AMENAZANTE, IN AGÜENDO, YA QUE NO PUEDE HABER LA 

INTRANQUILIDAD DE QUE HABRÍA DE RECIBIRSE EL DAÑO, ES 

DECIR, LA NECESIDAD DE QUE LA AMENAZA LLEGARA AL 

CONOCIMIENTO DE LAS AMENAZADAS.  
 

CUARTO: INCIDIÓ EL OFICIAL EXAMINADOR, Y POR 

CONSIGUIENTE LA JUNTA DE DIRECTORES DE LA AFV, AL 

ADOPTAR SU INFORME, EN ABUSO DE DISCRECIÓN AL NO 

CONCLUIR QUE LAS EXPRESIONES DE ALMÁNZAR FUERON 

RAZONABLEMENTE MAL INTERPRETADAS POR RAMOS, DADO SU 

TESTIMONIO CONTRADICTORIO.   
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QUINTO: INCIDIÓ EL OFICIAL EXAMINADOR, Y POR 

CONSIGUIENTE LA JUNTA DE DIRECTORES DE LA AFV, AL 

ADOPTAR SU INFORME, EN ABUSO DE DISCRECIÓN Y OMITIÓ 

INTERPRETAR Y APLICAR EL ESTADO DE DERECHO, AL NO 

DETERMINAR QUE MEDIÓ UNA FALTA DE UN EXAMEN DEL 

HISTORIAL Y DESEMPEÑO DE ALMÁNZAR COMO EMPLEADA DE LA 

AFV, AL MOMENTO DE IMPONERLE UNA MEDIDA DISCIPLINARIA, 
YA EL HISTORIAL INDIVIDUAL DE ALMÁNZAR, PARA LOS 

MÚLTIPLES FINES, DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA, 
OPERACIONAL Y DE MEJORAMIENTO DE LA EFICIENCIA Y 

DESARROLLO DE LA EMPRESA Y DE SUS EMPLEADOS, ES 

INCUESTIONABLE, SEGÚN SE HA SOSTENIDO EN SANTIAGO V. 
KODAK CARIBBEAN, LTD., 129 DPR 763, 775-776 (1992); 

RIVERA ÁGUILA V. K-MART DE P.R., 123 DPR 599, 613-614 

(1989); Y  BÁEZ GARCÍA V. COOPER LABS., INC., 120 DPR 

145, 153-154 (1987).     
 

 

 
II. 

 
A. 

 

La revisión judicial de las decisiones administrativas 

permite asegurar que las agencias con poderes adjudicativos 

actúen dentro de las facultades delegadas y que cumplan con los 

principios constitucionales, en particular, con las garantías que 

emanan del debido proceso de ley.  Este mecanismo garantiza 

que los ciudadanos tengan un foro al cual acudir para vindicar 

sus derechos y para obtener un remedio frente a actuaciones 

arbitrarias o irrazonables. Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 

Seg. P.R., 144 DPR 425, 435 (1997); Hernández Denton v. 

Quiñones Desdier, 102 DPR 218, 223-224 (1974).  

Es norma reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que 

en el ejercicio de la revisión judicial de decisiones 

administrativas, los tribunales debemos conferirle deferencia a 

las resoluciones que emiten las agencias administrativas. 

González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013); 

Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163, 175 (2010).  Podemos 

entonces precisar que las decisiones de las agencias gozan de 

una presunción de corrección. Hatillo Cash & Carry v. A.R.Pe., 

173 DPR 934, 960 (2008).  Este principio se fundamenta en la 
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premisa de que son las agencias quienes cuentan con el 

conocimiento experto y con la experiencia especializada sobre 

los asuntos que les han sido encomendados. Otero v. Toyota, 

163 DPR 716, 727 (2005).  Es por ello que, ante una revisión 

judicial, los tribunales debemos ser cuidadosos al intervenir con 

el criterio de la agencia. González Segarra et al. v. CFSE, supra; 

Empresas Loyola v. Com. Ciudadanos, 186 DPR 1033, 1041 

(2012).  

Al evaluar recursos de revisión administrativa, la facultad 

revisora de los tribunales es limitada. Mun. de San Juan v. CRIM, 

supra, en la pág. 175.  Sobre el alcance de la revisión judicial, la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme [en adelante, 

“LPAU”], Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 LPRA sec. 

2101 et seq, establece lo siguiente:    

El Tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 

determina que el peticionario tiene derecho a un 
remedio.   

Las determinaciones de hecho de las decisiones de las 
agencias serán sostenidas por el Tribunal, si se basan 
en evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo. 
Las conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos.   

 

Sección 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2175.   
  

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha expresado que los tribunales no debemos intervenir o 

alterar las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo si de la totalidad del expediente administrativo 

surge evidencia sustancial que las apoye. González Segarra et 

al. v. CFSE, supra, en las págs. 276-277.  Comprende 

“evidencia sustancial” aquella evidencia relevante que una 

mente razonable podría aceptar como adecuada para sostener 

una conclusión. Íd.  La parte que procura controvertir las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo 
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debe demostrar la existencia de otra prueba que revele que la 

decisión de la agencia no estuvo fundamentada en evidencia 

sustancial o que reduzca el valor de la evidencia impugnada. 

González Segarra et al. v. CFSE, supra, en la pág. 277; Otero 

v. Toyota, supra, en la pág. 728.  De no lograrlo, el tribunal 

deberá abstenerse de sustituir el criterio de la agencia por el 

suyo. González Segarra et al. v. CFSE, supra.   

No obstante, cuando se trata de conclusiones de derecho, 

el tribunal puede revisarlas en todos sus aspectos sin sujeción 

a norma o criterio alguno. González Segarra et al. v. CFSE, 

supra; Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 513 

(2011).  En reconocimiento de la pericia y el conocimiento 

especializado que poseen las agencias sobre las leyes y 

reglamentos que se les encomendó velar por su administración 

y cumplimiento, cuando la interpretación que realice sobre 

estas sea razonable, aunque no sea la única, los tribunales 

deberán darle deferencia. González Segarra et al. v. CFSE, 

supra; Asoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 

425, 436 (1997).  Los tribunales podrán sustituir el criterio de 

la agencia por el propio cuando no encuentren base racional 

que explique la decisión administrativa. Otero v. Toyota, supra, 

en la pág. 729.  Por tanto, se trata de un ejercicio de 

determinar la razonabilidad de la agencia.  

En fin, la revisión judicial de decisiones administrativas se 

debe limitar a determinar si la agencia actuó arbitraria o 

ilegalmente, o en forma tan irrazonable que su actuación 

constituye un abuso de discreción. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 

DPR 69, 76 (2004); Fuertes y otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 

953 (1993).  Corresponde a los tribunales determinar si: (1) el 

remedio concedido por la agencia fue apropiado; (2) las 
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determinaciones de hecho realizadas por la agencia están 

sostenidas por evidencia sustancial en el expediente 

administrativo; y (3) las conclusiones de derecho fueron las 

correctas. Rivera v. A & C Development Corp., 144 DPR 450, 

460-461 (1997).  

 

B. 

En materia de apreciación de prueba, como se sabe, los 

foros apelativos deben brindar deferencia a las determinaciones 

fácticas de los foros revisados.  Esa norma de autolimitación se 

apoya en la convicción de que los juzgadores ante quien 

declara un testigo están en mejor posición para apreciar en 

toda su extensión la declaración, no sólo en cuanto a lo que 

dice un testigo, sino también en cuanto a cómo lo dice.  

La credibilidad que merece un testigo no está 

determinada sólo por el contenido de la declaración y su 

conformidad con la experiencia humana y el sentido común 

sobre la manera en la que lógicamente se comportan las 

personas y suelen desarrollarse los acontecimientos.  También 

es fruto de la manera en que se comporta un testigo al 

declarar.  Los ademanes, los gestos, las pausas, el tono de voz, 

los silencios, entre otras cosas, no pueden apreciarse en toda 

su magnitud desde un estrado apelativo.  Por ende, como foro 

apelativo, nos abstendremos de variar las determinaciones de 

hechos que realizó el juzgador de los hechos, salvo surja la 

existencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto. 

Véase, Regla 42.2 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 

LPRA Ap. V, R. 42.2; Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 

DPR 799, 817 (2009); Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 

(2001).  Dicha norma de autolimitación cede cuando “un 
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análisis integral de [la] prueba cause en nuestro ánimo una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que se 

estremezca nuestro sentido básico de justicia; 

correspondiéndole al apelante de manera principal señalar y 

demostrar la base para ello”. Pueblo v. Cabán Torres, 117 

D.P.R. 645, 648 (1986).   

 

C. 

 La Ley de la Autoridad para el Financiamiento de la 

Vivienda de Puerto Rico, Ley Núm. 103 de 11 de agosto de 

2001, según enmendada, 7 LPRA sec. 924 et seq, fusionó la 

Corporación para el Financiamiento de la Vivienda con el Banco 

de la Vivienda de Puerto Rico y creó lo que se conoce como la 

Autoridad para el Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico.  

Esta preservó la estructura corporativa como subsidiaria del 

Banco Gubernamental de Fomento.  Puesto que se trata de una 

corporación  pública, no le son extensibles las disposiciones de 

la Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el 

Servicio Público, Ley Núm. 184-2004, 3 LPRA sec. 1461 et seq.  

Sin embargo, este estatuto ordena a las agencias o 

instrumentalidades gubernamentales excluidas a adoptar 

reglamentos de personal que incorporen el principio de mérito 

en la administración de sus recursos humanos. Artículo 5, 

Sección 5.3 de la Ley Núm. 184-2004, 3 LPRA 1461e.   

En cumplimiento con ello, el 8 de julio de 1991, la AFV 

aprobó el “Reglamento de Personal para los Empleados de 

carrera de la [Autoridad] para el Financiamiento de la Vivienda 

de Puerto Rico”, Reglamento Núm. 4491 [en adelante, 

“Reglamento de Personal”].  Mediante su Sección 9.1, el 

Reglamento establece los deberes y obligaciones con los que 
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deberán cumplir los empleados de carrera de la AFV.  En lo 

pertinente a este caso, la Subsección 9.1.1.2. dispone que 

estos deberán observar aquellas “normas de comportamiento 

correcto, cortés y respetuoso en sus relaciones con sus 

supervisores, supervisados, compañeros de trabajo y 

ciudadanos, y mantener la imagen de la [Autoridad] en el más 

alto nivel.”  Por su parte, la Sección 9.4 establece el 

procedimiento disciplinario que regirá ante aquellas actuaciones 

de los empleados que pudiesen acarrear como medida 

disciplinaria la suspensión de empleo y sueldo o la destitución.  

Dicho procedimiento no ha sido cuestionado en este caso. 

La AFV cuenta con un Manual de Normas Generales del 

Trabajo [en adelante, “Manual de Normas”], aprobado el 8 de 

septiembre de 2009, que establece las medidas disciplinarias 

que podrá implementar para dirigir adecuadamente el trabajo 

de sus empleados.  En lo atinente, la Regla 11 procura  que: 

11. Todo empleado siempre mantendrá una conducta 
correcta y de respeto hacia los compañeros y 
subalternos. Manteniendo además, un ambiente de 

trabajo cordial y con decoro, libre de peleas conducta 
desordenada, lenguaje abusivo, agresiones físicas, 

verbales o provocaciones.2 
 

Como desviación a esta norma, la referida Regla 

contempla el escenario en el que un empleado incurra en 

conducta que pueda “provocar o incurrir en actos 

amenazantes.” Inciso 11(c) del Manual de Normas.  Ante un 

primer incumplimiento, el empleado se expondría a una 

suspensión de empleo y sueldo por quince (15) días como 

sanción.  En caso de que el empleado reincida, la Regla 

prescribe su despido como remedio.  

En consideración al estado de derecho prevaleciente y 

que aquí hemos expuesto, resolvemos.  
                                                 
2 Véase, Manual de Normas, Ap. 10 del RRJ, pág. 24. 
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III. 

Son cinco (5) los señalamientos de error que expone la 

recurrente en su recurso de revisión judicial.  En el primero de 

estos, alega que el Informe del Oficial Examinador, y por ende 

la determinación de la Junta de Directores que lo acogió, no 

estuvo basada en evidencia sustancial.  Plantea en su segundo 

señalamiento de error que el Oficial Examinador aquilató la 

prueba testifical de manera parcializada, arbitraria e injusta.  

En su tercer señalamiento de error, indica que no se configuró 

una amenaza, pues los amenazados no conocieron de la 

misma.  Como cuarto error, aduce que sus expresiones fueron 

malinterpretadas, por lo que la Junta de Directores incidió al no 

disponerlo.  Por último, señala en su quinto señalamiento de 

error que la AFV debió considerar su historial y desempeño, 

pero no lo hizo. 

Como se puede apreciar, los errores que la recurrente le 

atribuye a la AFV se circunscriben a la suficiencia y al valor 

probatorio que el Oficial Examinador le confirió a la prueba que 

tuvo ante sí.  Se tratan de cuestionamientos de índole 

discrecional que recaen sobre la figura del juzgador de los 

hechos.  Por estar estrechamente relacionados, los 

discutiremos en conjunto.     

Habiendo examinado el expediente en su totalidad, 

coincidimos con el criterio del foro administrativo.  

La recurrente alega que hubo prueba conflictiva y que, 

por tal razón, no se debió desestimar su recurso apelativo.  

Particularmente cuestiona aquella en la que el Oficial 

Examinador se amparó para determinar que ella, en efecto, 

manifestó al señor Ramos Padilla “[q]ue está cansada de la 
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situación con Olga y Magaly, que si para que eso se acabe ella 

tiene que traer una pistola y matarlas.”3   

Ahora bien, no está en controversia el hecho de que la 

señora Olga Ortiz, quien se desempeña en la misma unidad de 

trabajo que la recurrente, instó una querella en contra de esta 

última por presunto acoso laboral.  Tampoco la recurrente ha 

negado que una vez advino en conocimiento de esa querella, 

acudió voluntariamente a la oficina de Ramos Padilla, a quien 

conocía hace muchos años y era una persona de su confianza, y 

le manifestó su sentir sobre tal situación.4  Lo que la recurrente 

intenta disputar es el contenido de dicha comunicación.   

La recurrente mantuvo en su testimonio que lo que le dijo 

a Ramos Padilla fue que “esta situación mata a cualquiera” y 

negó que hubiese hecho referencia a las compañeras que 

promovieron la querella en su contra.5  El Oficial Examinador 

precisó en su Informe que la prueba fue conflictiva en cuanto a 

este extremo.  Sin embargo, hizo constar que el testimonio del 

señor Ramos Padilla, quien consistentemente se ha mantenido 

firme en las palabras que la recurrente le manifestó, le mereció 

entera confiabilidad y crédito, no así el de la recurrente.6   

La prueba avala que la recurrente y Ramos Padilla se 

conocían desde hace aproximadamente trece (13) años, incluso 

antes de que ambos comenzaran a laborar en la AFV, y que en 

cierto momento dado fue su supervisor.7  Debido a esto último, 

estaba al tanto de ciertas situaciones acaecidas entre la 

                                                 
3 Véase, la determinación de hechos núm. 4. 
4 Véase, Exposición narrativa estipulada, en la pág. 113.  
5 Íd, en la pág. 126. 
6 La recurrente manifestó que se dirigió a la oficina Ramos Padilla porque 

“como el Sr. Alejandro Ramos fue supervisor de mi departamento, el 

Departamento de Contabilidad, él nos conoce a todos los empleados que 

trabajamos allí y pues me sentí en la confianza de dirigirme hacia él.” Véase, 

Exposición narrativa estipulada, pág. 112. También véase pág. 134 de la 

Exposición narrativa estipulada, donde la recurrente expresamente reconoce 

que el señor Ramos Padilla era una persona de su confianza.    
7 Exposición narrativa estipulada, págs. 97-98 y 134-135. 
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recurrente y otras compañeras de trabajo dentro del entorno 

laboral.  El hecho de que la recurrente acudiera donde él tan 

pronto conoció de la querella, aun cuando ya no era su 

supervisor, corrobora que confiaba en este.  La recurrente no 

expuso razones por las cuales el señor Ramos Padilla mentiría 

para hacerle daño.8  Del expediente tampoco surgen motivos 

para ello que pudiesen minar la confiabilidad del testimonio de 

Ramos Padilla.   

La recurrente más bien alega que este pudo 

malinterpretar sus palabras.  Sin embargo, el señor Ramos 

Padilla ha sido consistente en lo afirmado.  Este apuntó en su 

libreta profesional las palabras que la recurrente le manifestó, 

que fueron las mismas que le comunicó el señor Lebrón Peña 

cuando este lo visitó a su oficina el día siguiente, luego a las 

distintas personas que lo entrevistaron como parte de la 

investigación que se realizó, y que hizo constar en la 

comunicación escrita que cursó al señor José Sierra Molares el 

4 de mayo de 2015.9  Sin duda, el testimonio de Ramos Padilla 

no dejó espacio para malos entendidos.  No se nos han provisto 

elementos de juicio para considerar que albergara ánimos 

adversos contra la recurrente.  Por el contrario, la confianza 

que la recurrente le reconoce y la consistencia en lo que ha 

afirmado, contribuyen grandemente al valor probatorio que le 

mereció su testimonio al Oficial Examinador. 

Las palabras que la recurrente alega haber dicho y que 

fueron malinterpretadas (“esta situación mata a cualquiera”) 

distan muchos de aquellas que consistentemente el testigo ha 

afirmado que ésta dijo (“que está cansada de la situación con 

                                                 
8 Íd, en la pág. 136. 
9 Íd, en las págs. 97-98 y Correo electrónico de 4 de mayo de 2015, Ap. 8 del 

RRJ, págs. 16-17. 
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Olga y Magaly, que si para que eso se acabe ella tiene que 

traer una pistola y matarlas”).  La prueba en récord es clara.  

La determinación de que la recurrente manifestó tales 

expresiones estuvo sustentada en la prueba que se le presentó 

al juzgador de los hechos, quien fue la persona que tuvo de 

frente a los testigos y le otorgó valor probatorio a sus 

testimonios a base de su mejor criterio.     

En el expediente no obra alguna prueba que contravenga 

aquella que le mereció credibilidad al juzgador de los hechos 

para determinar que la recurrente incurrió en la conducta 

impropia imputada.  Lo que sí surge es, que esta realizó 

expresiones serias, graves y preocupantes que motivaron una 

investigación, y que tras haberse efectuado el proceso 

administrativo establecido para ello —en el que se le garantizó 

su derecho a defenderse y ser escuchada— se le impuso una 

suspensión de empleo y sueldo por 15 días como medida 

disciplinaria.  Ello, bajo un estándar de evidencia sustancial y a 

tenor con las disposiciones del Manual de Normas. 

Por otro lado, la recurrente sugiere que se apliquen 

elementos  constitutivos de una conducta tipificada como delito 

a un caso en el que se imputa una falta de naturaleza 

administrativa.  En específico, que se atempere el “acto de 

amenaza” que reprueba la Regla 11 del Manual de Normas al 

delito de “amenazas” que contempla en el artículo 177 del 

Código Penal de Puerto Rico.10  Plantea que, según los 

elementos de dichos delito, no se constituyó una amenaza 

                                                 
10 Este dispone que “[i]ncurrirá en delito menos grave, toda persona que 

amenace a una o varias personas con causar un daño determinado a su 

persona o su familia, integridad corporal, derechos, honor o patrimonio. 33 

LPRA sec. 5243. 



 

KLRA201600229 

    

 

19 

porque las personas a las cuales les fue dirigida no conocieron 

de la misma.  Ello no era necesario.   

Puntualizamos que a la recurrente no se le imputa un 

delito, sino una conducta tipificada como impropia en el Manual 

de Normas de la agencia.  Es decir, una falta administrativa con 

la que se procura promover una conducta correcta y de respeto 

hacia los demás dentro del entorno laboral.  Se trata de “actos 

amenazantes” que puedan atentar contra la armonía y 

seguridad en el área de trabajo.  Un “acto amenazante” puede 

ser aquel que una persona prudente y razonable entienda que 

amenace la salud y seguridad de los empleados en su lugar de 

trabajo.   

La prueba avala que la recurrente manifestó 

voluntariamente al señor Padilla Ramos que  iba a tener que 

matar a Olga y Magaly con una pistola porque estaba cansada 

de la situación con estas.  Ello, bajo un estado de ánimo 

alterado, según testificó Padilla Ramos.  Este evento le causó 

preocupación a Padilla Ramos, quien es una persona de la  

confianza de la recurrente, pues le conocía desde hace más de 

trece (13) años y había sido su supervisor.  Evidentemente se 

trató de una conducta que se desvió de la norma establecida en 

la Regla 11 del Manual de Normas.  Tales expresiones no son 

propias de un ambiente de trabajo profesional. 

Por último, aclaramos que, distinto a lo que sugiere la 

recurrente, el Oficial Examinador sí consideró su historial y 

desempeño como empleada de la AFV.  Prueba de ello es que 

este hizo constar en su Informe que la medida disciplinaria que 

la recurrente pretendía impugnar era la primera que se le había 

impuesto durante el tiempo que había laborado en dicha 
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agencia.11  Se trataba de un elemento esencial a considerar al 

momento de determinar la medida disciplinaria a imponer, pues 

dependiendo de si el empleado contaba con infracciones previas 

sería la gravedad de la sanción. No obstante, 

independientemente del historial de la recurrente, una vez se 

demostró que infringió una de las normas de conducta 

contenidas en el Manual de Normas, procedía la imposición de 

las medidas disciplinarias correspondientes.12 

Puesto que no se nos han mostrado la presencia de 

aquellas razones prescritas en nuestro ordenamiento jurídico 

que ameriten nuestra intervención con el criterio de la agencia, 

no lo haremos.  A tenor con lo expuesto, resolvemos que no se 

cometieron los errores alegados.  Actuó correctamente la Junta 

de Directores de la AFV al desestimar el recurso apelativo de la 

recurrente.    

 
IV. 

 

Por los fundamentos expuestos, CONFIRMAMOS la 

determinación recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 

  

 

                                                 
11  Informe del Oficial Examinador, supra, en la pág. 78. 
12 Es preciso indicar que dicho Manual no contempla la aplicabilidad de 

atenuantes.  Por tanto, el historial de la recurrente previo a los hechos que 

motivaron este caso, resultan impertinentes a otra cosa que no sea para 

determinar si el empleado era reincidente al momento de fijar la sanción.  
 


